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Decreto 531/2019, de 29 de agosto, por el que se modifica el Decreto 
98/2019, de 12 de febrero, por el que se establece la estructura orgánica 
de la Consejería de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración 
Local [BOJA núm. 169, de 3 de septiembre]

Este Decreto lleva a cabo las siguientes modificaciones: mención expresa entre 
las competencias de la Consejería de materia de regeneración y de transparencia; y 
asignación de la competencia sobre mediación y arbitraje, hasta ahora desempeñada 
por la extinta Fundación Pública Andaluza Centro para la Mediación y el Arbitraje 
de Andalucía, a la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación.

Decreto-ley 3/2019, de 24 de septiembre, de medidas urgentes para la 
adecuación ambiental y territorial de las edificaciones irregulares en 
la Comunidad Autónoma de Andalucía [BOJA, boletín extraordinario 
núm. 23, de 15 de septiembre; convalidado por Resolución de 25 de oc-
tubre de 2019, del Parlamento de Andalucía, por la que se ordena la 
publicación del acuerdo de convalidación del Decreto-ley 3/2019, de 24 
de septiembre, de medidas urgentes para la adecuación ambiental y 
territorial de las edificaciones irregulares en la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, BOJA núm. 221, de 15 de noviembre]

Esta norma pretende dar solución a la problemática de la situación de las edifi-
caciones irregulares en Andalucía sobre las que ya no cabe adoptar legalmente me-
didas de restablecimiento del orden jurídico perturbado y de ejercicio de la potestad 
de protección de la legalidad urbanística, al haber transcurrido los plazos legalmente 
establecidos. Las edificaciones en cuestión se cifran en más de 300.000 en suelo no 
urbanizable, de las cuales tan sólo han sido declaradas en asimilado a fuera de orde-
nación y por consiguiente han podido acceder a los suministros básicos en condicio-
nes mínimas de seguridad y salubridad, un 26% de dichas viviendas. Detrás de estas 
cifras se encuentran propietarios en situaciones muy diversas, desde personas que 
confiaron en la legalidad de una edificación que contaba con la oportuna licencia 
municipal hasta parcelistas clandestinos.

Desde la entrada en vigor de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística de Andalucía, se han sucedido diversas modificaciones que han tratado 
de hacer frente a esta problemática, estableciendo diferentes medidas selectivas de 

1  En esta sección, elaborada por Emilio GUICHOT REINA, Catedrático de Derecho Adminis-
trativo, Universidad de Sevilla,  se recogen y comentan las disposiciones generales más relevantes de la Junta 
de Andalucía publicadas en el BOJA en el período de agosto a noviembre de 2019.
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“indulto”, no obstante lo cual, el fenómeno ha ido en aumento, con los consiguientes 
problemas paisajísticos, ambientales, de salubridad, con la creciente contaminación 
de los acuíferos, de seguridad o de enganches ilegales de energía entre otros, y con 
el surgimiento, como reconoce el propio Decreto-ley, de una emergente economía 
sumergida al margen de todo control de las distintas Administraciones Públicas.

En palabras de su Exposición de Motivos, “la situación descrita obliga a recon-
siderar la estrategia seguida y exige adoptar, sin más dilaciones, medidas urgentes 
que minimicen el impacto territorial, ambiental y paisajístico que provocan las edi-
ficaciones irregulares, resuelva las deficientes condiciones de seguridad y salubridad 
que padecen cientos de miles de familias andaluzas y regule en un único texto legal la 
normativa en materia de edificaciones irregulares, derogando la normativa anterior 
(dos leyes, un decreto y una orden). Urge poner remedio a este grave problema con-
figurando una única norma simple, clara, actualizada y coherente que dé respuesta 
y solución a la problemática existente y, a su vez, ponga freno de forma definitiva 
a la proliferación de edificaciones irregulares en Andalucía, mientras se redacta la 
nueva ley que regule y ordene de modo total y completo la actividad urbanística en 
Andalucía.”

La norma se estructura en cuatro Títulos. 

En el Título Preliminar se define el objeto del Decreto-ley, que es regular el 
régimen aplicable y establecer las medidas adecuadas para las edificaciones irregu-
lares, aisladas o agrupadas, en las que no resulta posible adoptar medidas de protec-
ción de la legalidad urbanística ni de restablecimiento del orden jurídico perturbado 
por haber transcurrido el plazo para su ejercicio.

En el Título I se establece el procedimiento de declaración de la situación de 
asimilado a fuera de ordenación en la que se encuentran las citadas edificaciones 
irregulares y se establece el régimen al que deben estar sometidas, antes y después de 
la declaración. Dicho régimen es independiente de la clase de suelo donde se ubiquen 
y de su forma de implantación. En dichas edificaciones y mientras no se produzca 
la declaración administrativa de la situación de asimilado a fuera de ordenación, no 
se permite el acceso a los servicios básicos ni realizar ningún tipo de obra. Una vez 
reconocida la situación de asimilado a fuera de ordenación, las personas propietarias 
de esas edificaciones podrán acceder a los servicios de saneamiento, abastecimiento 
de agua y suministro eléctrico, si ya existieran las correspondientes redes de infraes-
tructuras, o resolver dichos servicios de forma autónoma. Además, se admiten las 
obras de conservación necesarias para el mantenimiento de las condiciones de segu-
ridad y salubridad que garanticen su habitabilidad o uso.

En el Título II se introduce, como novedad, la posibilidad de formular, sin 
necesidad de que estén previstos o desarrollen los planes generales o los planes te-
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rritoriales y, también, en ausencia de estos, Planes Especiales para la adecuación 
ambiental y territorial de las agrupaciones de edificaciones irregulares, esté o no 
prevista su transformación mediante la urbanización. Ello supone no demorar la 
solución de esos ámbitos hasta la incierta aprobación del futuro plan general y su 
desarrollo posterior. La aprobación del Plan Especial no modifica la clasificación del 
suelo pero permite, en estas edificaciones, el acceso a los servicios básicos, así como 
la ejecución de obras de conservación y de reforma. De igual modo, se admite, si así 
lo establece el Plan Especial, la posibilidad de ejecutar pequeños elementos auxiliares 
que no afecten negativamente al paisaje y al entorno.

En el Título III se regula el régimen de incorporación de las edificaciones 
irregulares a la ordenación urbanística. Corresponde Plan General de Ordenación 
Urbanística. Es el Plan General decidir sobre la compatibilidad o no con el modelo 
que proponga de las agrupaciones de edificaciones irregulares existentes. Las perso-
nas propietarias de edificaciones situadas en los ámbitos que se incorporen al Plan 
General, mediante su clasificación como suelo urbano no consolidado o suelo urba-
nizable, tienen la obligación de asumir las cargas urbanísticas que procedan si bien 
el régimen de cesiones establecido con carácter general en la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, se podrá modular en los propios instrumentos de planeamiento en aten-
ción a las características propias de cada ámbito. Una vez ejecutada la urbanización 
conforme a las determinaciones del planeamiento y recibidas, total o parcialmente, 
las correspondientes obras, las edificaciones existentes podrán ser legalizadas, permi-
tiendo en ellas, las obras de conservación, reforma y, en su caso, ampliación. Para las 
agrupaciones que no puedan incorporarse al planeamiento general por no ser com-
patibles con el modelo territorial adoptado, se podrán formular los correspondientes 
Planes Especiales de adecuación ambiental y territorial previstos en el título II del 
Decreto-ley, siéndoles de aplicación el régimen establecido en dicho título.

Decreto 573/2019, de 1 de octubre, por el que se modifica el Decreto 
101/2019, de 12 de febrero, por el que se regula la Estructura Orgánica 
de la Consejería de Hacienda, Industria y Energía

En la reordenación de Consejerías del nuevo Gobierno autonómico, la Secreta-
ría General de Industria, Energía y Minas asumió las funciones que, en la estructura 
organizativa previa al citado Decreto del Presidente, se venían atribuyendo a la Di-
rección General de Industria, Energía y Minas, pero también aquellas relacionadas 
con la planificación, fomento y coordinación de las políticas de industria, energía 
y minas que estaban atribuidas a la suprimida Secretaría General de Innovación, 
Industria y Energía. Ahora se reestructuran las atribuciones de la citada Secretaría 
General, a la que corresponderá la coordinación e impulso de la política de la Co-
munidad Autónoma de Andalucía en las materias de industria, energía y minas, así 
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como la planificación, ordenación y seguimiento en dichos ámbitos. Asimismo, se 
crea la Dirección General de Industria, Energía y Minas, a la que corresponderán 
las competencias de resolución, gestión y ejecución establecidas en la normativa de 
aplicación en estas materias.

Decreto 572/2019, de 1 de octubre, por el que se modifica el Decreto 
106/2019, de 12 de febrero, por el que se establece la estructura orgáni-
ca de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación [BOJA 
núm. 193, de 7 de octubre]

En este Decreto se lleva a cabo una nueva distribución de competencias entre 
la Dirección General de Violencia de Género, Igualdad de Trato y Diversidad y el 
Instituto Andaluz de la Mujer; se modifica la denominación de la Secretaría General 
de Políticas Sociales y Conciliación, que pasa a llamarse ahora de Políticas Sociales, 
Voluntariado y Conciliación, y se le adscribe la Inspección de Servicios Sociales y la 
coordinación y tramitación de las convocatorias de subvenciones que se realicen con 
cargo a la asignación tributaria del 0,7% del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, la adscripción orgánica a la Viceconsejería del Instituto Andaluz de la Mujer, 
la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía y la Agencia Andaluza 
de Cooperación Internacional para el desarrollo.

Orden de 16 de septiembre de 2019, por la que se regulan las pruebas 
para la obtención del título de Graduado en Educación Secundaria 
Obligatoria en la Comunidad Autónoma de Andalucía para personas 
mayores de dieciocho años [BOJA núm. 199, de 15 de octubre]

Orden de 16 de septiembre de 2019, por la que se regulan las pruebas 
para la obtención del título de Bachiller en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía para personas mayores de veinte años [BOJA núm. 200, de 
16 de octubre]

Estas Ordenes sustituyen, respectivamente a la de 8 de enero de 2009 y a la de 
26 de agosto de 2010, y establecen la elaboración, organización y realización de las 
pruebas, su estructura básica y contenidos sobre los que versan, las convocatorias, 
y el procedimiento de admisión a las mismas, detallando los requisitos que habrán 
de cumplir las personas participantes. Asimismo se establecen la composición y ac-
tuaciones de las comisiones evaluadoras, la evaluación de las pruebas, las posibles 
exenciones a aquellas personas aspirantes que acrediten conocimientos previos ad-
quiridos, y se determinan los procedimientos de reclamación y de certificación de 
haber superado las pruebas o alguno de los ámbitos.
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Orden de 23 de septiembre de 2019, por la que se regulan los procedi-
mientos, las condiciones de concesión y otros aspectos de la gestión de 
las operaciones financieras de activo y de las garantías de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía y de las entidades vinculadas o depen-
dientes de la misma [BOJA núm. 200, de 16 de octubre]

La disposición final primera del Decreto-ley 1/2018, de 27 de marzo, de medi-
das para la gestión de los instrumentos financieros del Programa Operativo FEDER 
Andalucía 2014-2020 y otras de carácter financiero, dispone en su apartado 1 que 
la Consejería competente en materia de Política Financiera, en el plazo máximo de 
dos meses a contar desde la entrada en vigor del citado Decreto-ley, aprobará una 
orden que tenga por objeto regular los procedimientos, las condiciones de concesión 
y otros aspectos de la gestión de las garantías y operaciones financieras de activo de 
la Administración de la Junta de Andalucía, de acuerdo, en su caso, con las especiali-
dades derivadas del Reglamento (UE) núm. 1303/2013, de 17 de diciembre, y demás 
normativa comunitaria aplicable a los instrumentos financieros cofinanciados por el 
Programa Operativo, así como la gestión de recuperaciones y de los ingresos y cobros 
que resulten de dichas operaciones. Esta Orden da cumplimiento a ese mandato.

Decreto 579/2019, de 15 de octubre, por el que se modifica el Decreto 
102/2019, de 12 de febrero, por el que se establece la estructura orgá-
nica de la Consejería de Educación y Deporte [BOJA núm. 202, de 18 de 
octubre]

Este Decreto reasigna a la Dirección General de Ordenación y Evaluación Edu-
cativa las competencias en materia de educación permanente de personas adultas, 
incluidas las enseñanzas especializadas de idiomas, que se residenciaban hasta ahora 
en la Dirección General de Atención a la Diversidad, Participación y Convivencia 
Escolar; y a la Dirección General de Planificación y Centros la competencia que ha-
bía sido atribuida a la Secretaría General Técnica en relación con el pago delegado 
de la nómina del personal docente de los centros concertados y la elaboración de las 
instrucciones conducentes a su confección. El Instituto de Enseñanza a Distancia de 
Andalucía adscrito a esta Consejería a través de la Secretaría General de Educación 
y Formación Profesional, pasa a serlo a través de la Dirección General de Formación 
del Profesorado e Innovación Educativa. En el área de deporte, las competencias 
relativas a los eventos deportivos y al voluntariado deportivo andaluz asignadas a la 
Dirección General de Promoción del Deporte, Hábitos Saludables y Tejido Depor-
tivo pasan a la Dirección General de Planificación, Instalaciones y Eventos Depor-
tivos. Además, de esta última Dirección General se suprime la competencia relativa 
a la acreditación de los centros deportivos y a la gestión del Registro Andaluz de 
Acreditación de Centros Deportivos por estar derogado el Decreto 183/2006, de 
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17 de octubre, por el que se regula la acreditación de centros deportivos, y se crea y 
regula el Registro Andaluz de Acreditación de Centros Deportivos. Asimismo, se da 
una nueva redacción a las competencias asignadas a la Dirección General de For-
mación del Profesorado e Innovación Educativa. Finalmente, se suprime el Instituto 
Andaluz de Enseñanzas Artísticas Superiores. 

Decreto 580/2019, de 15 de octubre, por el que se modifica el Decreto 
108/2019, de 12 de febrero, por el que se establece la estructura orgáni-
ca de la Consejería de Cultura y Patrimonio Histórico [BOJA núm. 202, 
de 18 de octubre]

Este Decreto incluye entre las competencias de la Secretaría General de Patri-
monio Cultural las relaciones con el Consorcio Centro Federico García Lorca y le la 
Fundación Pública Andaluza El Legado Andalusí. Además, a la Dirección General 
de Patrimonio Histórico y Documental se le incluyen las competencias en relación 
con las fundaciones y consorcios en los que participe la Consejería de Cultura y Pa-
trimonio Histórico en el ámbito del patrimonio cultural y sobre el Centro de Docu-
mentación Musical de Andalucía y sobre el Centro Andaluz de Documentación del 
Flamenco. Finalmente se sustituyen las referencias al término “artes plásticas” por la 
más amplia denominación de “artes visuales”.

Orden de 24 de octubre de 2019, por la que se modifica la Orden de la 
Consejería de Hacienda y Administración Pública, de 19 de febrero de 
2015, por la que se regula la contabilidad pública de la Junta de Andalu-
cía [BOJA núm. 208, de 28 de octubre]

Esta Orden adapta la gestión contable a los cambios derivados de la modifica-
ción introducida en el apartado cuatro del artículo 52 del Texto Refundido de la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto 
Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, por la disposición final primera de la Ley 3/2019, 
de 22 de julio, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 
2019, que sirve de marco a la licitación de los contratos declarados de contratación 
centralizada y a las obligaciones de suministro de información previstas en la Or-
den HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de 
suministro de información previstas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera en lo que se refiere al segui-
miento de las operaciones devengadas, así como adecuarla a la modificación del Plan 
General de Contabilidad Pública, aprobado por la Orden EHA/1037/2010, de 13 
de abril, llevada a cabo por la Orden HFP/1970/2016, de 16 de diciembre. Además, 
añade como contenido necesario de los documentos contables, la fecha de devengo.
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Orden de 11 de octubre de 2019, por la que se desarrollan las normas 
generales de organización y funcionamiento del Tribunal Administra-
tivo del Deporte de Andalucía, así como la ordenación interna de sus 
procedimientos [BOJA núm. 211, de 31 de octubre]

Con la aprobación de la presente orden se cumple el mandato del artículo 95 
del Decreto 205/2018, de 13 de noviembre, donde se desarrollan las normas gene-
rales de organización y funcionamiento del Tribunal en los términos indicados en 
dicho mandato, siendo el objeto de la regulación el propio Tribunal y la Unidad 
de apoyo al mismo, esta última como unidad que interviene en la materia y proce-
dimientos competencia del Tribunal mediante una actividad complementaria y, al 
mismo tiempo, necesaria en la labor del Tribunal.

Decreto 586/2019, de 29 de octubre, por el que se regula el Registro de 
Cáncer de Andalucía [BOJA núm. 212, de 4 de noviembre]

El Registro de Cáncer de Andalucía se creó, mediante el Decreto 297/2007, de 
18 de diciembre, por el que se crea y regula el Registro de Cáncer de Andalucía, con 
la finalidad de conocer la magnitud de la enfermedad en su área geográfica; ayudar 
en la planificación y gestión sanitaria; identificar grupos de alto riesgo y realizar 
y colaborar en estudios de investigación con la finalidad de comprobar hipótesis 
etiológicas, todo ello en aras de asegurar la mejor tutela de la salud de la población 
andaluza. Son funciones del Registro de Cáncer de Andalucía, la obtención, proce-
samiento, análisis y evaluación de la información obtenida sobre los casos de cáncer; 
custodiar y controlar el acceso a los datos clínicos epidemiológicos y demográficos, 
en el marco de la normativa vigente en materia de protección de datos de carácter 
personal; y regular y facilitar la información que resulte necesaria para la planifica-
ción de los servicios sanitarios y la evaluación de la atención sanitaria en el ámbito de 
las enfermedades tumorales. Las estadísticas del Registro de Cáncer de Andalucía 
forman parte del Sistema Estadístico y Cartográfico de Andalucía desde el año 2013, 
siendo una de las actividades estadísticas que se incluyen en los programas anuales 
aprobados por el Consejo de Gobierno y que tienen la consideración de estadísticas 
oficiales de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Este Decreto lleva a cabo una nueva regulación encaminada, en palabras de 
su Exposición de Motivos, a “realizar una mejora en su organización y de su gober-
nanza, incluir entre sus finalidades la contribución a la eficacia del Sistema Sanitario 
Público de Andalucía y mejorar la eficiencia en la gestión de la información tras 
el desarrollo tecnológico de los datos provenientes de distintos centros sanitarios y 
fuentes institucionales.”
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Decreto 588/2019, de 6 de noviembre, por el que se modifica el Decre-
to 62/2003, de 11 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de 
Festejos Taurinos Populares y se regulan determinados aspectos de los 
espectáculos taurinos [BOJA núm. 218, de 12 de noviembre]

La Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades 
Recreativas de Andalucía faculta al Consejo de Gobierno para el desarrollo regla-
mentario en materia de espectáculos taurinos. Haciendo uso de esta habilitación, el 
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía aprobó el Decreto 62/2003, de 11 
de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Festejos Taurinos Populares y se 
regulan determinados aspectos de los espectáculos taurinos. La última modificación 
de ese Decreto se llevó a efecto por el Decreto 278/2011, de 20 de septiembre, para su 
adecuación a la normativa sobre libertad de acceso a las actividades y su ejercicio. El 
Decreto que ahora reseñamos tiene como objetivo la agilización del procedimiento 
de autorización previa de los festejos taurinos populares, de manera que sea la De-
legación del Gobierno de la Junta de Andalucía competente para autorizar el festejo 
taurino popular la que recabe todos los informes exigidos por la normativa. También 
se amplía el número de festejos taurinos populares que tienen características singu-
lares con tradición acreditada, en concreto los celebrados de forma ininterrumpida 
e inveterada con ganado de raza bovina cruzado en Beas de Segura, en la provincia 
de Jaén, y en Ohanes, en la provincia de Almería; se revisan las referencias a las 
personas profesionales que intervienen en los festejos; se modifican los plazos de los 
reconocimientos previos y sacrificio de las reses y la definición, requisitos y condicio-
nes de celebración de los festejos taurinos populares autorizables.

Ley 4/2019, de 19 de noviembre, de Cámaras Oficiales de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de Andalucía [BOJA núm. 227, de 25 
de noviembre]

Las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
Andalucía, como Corporaciones de Derecho Público, son órganos consultivos y de 
colaboración con las Administraciones Públicas y tienen como finalidad la repre-
sentación, promoción y defensa de los intereses generales del comercio, la industria 
y la navegación, así como la prestación de servicios a las empresas que realicen estas 
actividades.

Como es sabido, en las últimas décadas ha habido importantes bandazos en la 
regulación de estas Cámaras. La Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las Cámaras 
Oficiales de Comercio, Industria y Navegación optó por un modelo de adscripción 
obligatoria y sujeción al pago del recurso cameral. El Real Decreto Ley 13/2010, 
de 3 de diciembre, estableció un sistema cameral de pertenencia voluntaria a cada 
Cámara y la eliminación del recurso cameral permanente, una de las principales 
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fuentes de financiación de estas Corporaciones. Posteriormente, la Ley 4/2014, de 
1 de abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Na-
vegación, reforzó su condición de Corporaciones de Derecho Público estableciendo 
un sistema de adscripción obligatoria para todas las empresas, sin que de ello se 
derive, no obstante, ninguna obligación económica para las empresas. Esta Ley se 
dictó como legislación básica del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, 
al amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, y faculta a las Comunidades 
Autónomas, en el ámbito de sus competencias, para determinar diversas cuestiones 
tales como definir la organización territorial y de los órganos de gobierno de sus 
respectivas Cámaras. En Andalucía, regía hasta la fecha la Ley 10/2001, de 11 de 
octubre, de Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación de Andalucía, 
norma que es derogada y sustituida por la nueva Ley. 

La ley consta de ocho capítulos.

El Capítulo I regula la naturaleza y finalidad de las Cámaras, manteniendo 
la naturaleza jurídica de las mismas como Corporaciones de Derecho Público y ga-
rantizando el ejercicio de las funciones público-administrativas. Igualmente, se con-
sagra su finalidad de representación, promoción y defensa de los intereses generales 
del comercio, la industria, los servicios y la navegación, así como la prestación de 
servicios a todas las empresas.

El Capítulo II establece el ámbito territorial de las Cámaras de Andalucía, yel 
procedimiento a seguir en materia de fusiones, segregaciones e integraciones de Cá-
maras, así como la posibilidad de desconcentrar determinadas atribuciones de éstas 
en las delegaciones que se creen en poblaciones de cierta importancia mercantil, 
industrial, de servicios o naviera.

En el Capítulo III se establece un sistema de adscripción obligatoria sin que de 
ello se derive obligación económica alguna. Se establece el censo público, la orga-
nización de las Cámaras de Andalucía y se regulan en este Capítulo los órganos de 
gobierno de las mismas, que serán el Pleno, el Comité Ejecutivo y la Presidencia. Se 
regulan de forma independiente las figuras de la Secretaría General y de la Direc-
ción Gerencia. De igual modo, se disciplina el régimen jurídico del personal de las 
Cámaras.

El Capítulo IV regula el contenido mínimo del Reglamento de Régimen Inte-
rior y el Código de Buenas Prácticas de las Cámaras.

El Capítulo V se dedica al régimen electoral.

El Capítulo VI se refiere al régimen económico y presupuestario de las Cá-
maras, y en él se establecen las fuentes de financiación de las que disponen; la ela-
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boración, aprobación y contenido de sus presupuestos, y las normas relativas a la 
liquidación de los mismos. 

El Capítulo VII se regula el marco jurídico aplicable en sus funciones públi-
co-administrativas, así como aquellas de carácter privado derivadas de la gestión de 
su régimen patrimonial y de contratación. Por otro lado, se contemplan también las 
funciones de tutela que le corresponden a la Administración autonómica andaluza.

En el Capítulo VIII de la ley se dispone la regulación del Consejo Andaluz de 
Cámaras, concebido también como una Corporación de Derecho Público a la que 
pertenecen, a través de sus respectivas Presidencias, todas las Cámaras de Andalu-
cía, así como representantes de las organizaciones empresariales. El Consejo ostenta 
la representación, relación y coordinación de estas Cámaras, especialmente en lo 
que se refiere al asesoramiento y la colaboración con la Administración de la Junta 
de Andalucía.


